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RECURSO DE REVISIÓN  478/2017-1 
 
 

COMISIONADO PONENTE:  
MTRO. ALEJANDRO LAFUENTE TORRES 
 
PROYECTISTA:  
ÓSCAR VILLALPANDO DEVO 
 
MATERIA: 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
 
ENTE OBLIGADO: 
UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTROS SUJETOS 
OBLIGADOS 
 
 
 
 San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión 

Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la 

sesión del 10 diez de octubre de 2017 dos mil diecisiete.  

 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al 

rubro; y 

RESULTANDO: 

 

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según 

consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00318617 cero, 

cero, trescientos dieciocho mil seiscientos diecisiete, el 31 treinta y uno de 

mayo de 2017 dos mil diecisiete la UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS 

POTOSÍ recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le 

pidió la información siguiente1: 

 

 

                                                           
1 Visible en la foja 1 de autos.  
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1. listado (sic) completo de todas y cada una de las denuncias recibidas por 

acoso de maestros y otro personal de la UASLP vs. alumnos(as) desglosando, 

desde 2007 a la fecha,  fecha de la denuncia, persona que la recibió, tramite 

(sic) dado, escuela o facultad donde ocurren los hechos denunciados, resultado 

de la averiguación, sanción impuesta en cada uno de los casos.  

 

2.  copia (sic)  integra (sic)  digital de protocolo del que habla el rector en esta 

nota: http://laorquesta.mx/que-afan-de-seguir-diciendo-que-hay-acoso-en-la-

uaslp-villar-rubio/ 

 

3.  Cursos y talleres que se han impartido a los profesores e investigadores 

para evitar el acoso desde 2015 a la fecha. copia (sic) de la lista de asistencia, 

nombre de los profesores que tomaron cada uno de los cursos. 

 

4. nombre, (sic)  cargo y sanción impuesta, de todos y cada uno de los 

profesores o catedráticos sancionados por acoso.  

  

5. Cursos o talleres que ha tomado (recibido) el rector en materia de violencia 

de género, acoso, abuso sexual o análogos. comprobante (sic) de cada uno de 

ellos. 

 

6. Listado completo de indemnizaciones o compensaciones que se han pagado 

a alumnas acosadas. si (sic) no existe que (sic) acciones se han realizado para 

restituirías en el goce de sus integridad de género. 

 

7. Documento, tarjeta informativa, informe, memorandum (sic) o análogo en que 

se basó el rector para difundir las declaraciones contenidas en la siguiente nota 

http://laorquesta.mx/que-afan-de-seguir-diciendo-que-hay-acoso-en-la-uaslp-

villar-rubio/ 

 

8. Documento donde se dé validez, certeza y constancia legal de que no hay 

ningún caso de acoso en la uaslp, (sic) como se detalla en las declaraciones del 

rector, contenidas en la nota periodística del punto anterior. 

 

 SEGUNDO. Prorroga para dar respuesta a la solicitud de acceso a la 

información pública. El 14 catorce de junio de este año, el sujeto obligado hizo 

uso de la prórroga que le concede el artículo 124 de la Ley de Transparencia 
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para dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, como se 

expone a continuación. 

 

  

 

 TERCERO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información 

pública. El 27 veintisiete de junio de 2017 dos mil diecisiete el sujeto obligado 

notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud 

de acceso a la información pública, misma que es como sigue2: 

 

 

 

En atención a su solicitud realizada vía plataforma nacional de transparencia el 

31 de mayo del 2017, se envía a manera de notificación en archivo adjunto en 

formato PDF, el acuerdo de fecha de 26 de junio del 2017, correspondiente al 

expediente interno 788-TA15.1-107-2017, folio PNT 00318617, el cual da 

respuesta a su solicitud de información. 

UNIDAD DE ENLACE, TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN  DE LA UASLP 

                                                           

2 Visible en las fojas 4 y 5 de autos. 
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Álvaro Obregón # 64 Col. Centro CP 7800 - enlace@uaslp.mx 
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CUARTO. Interposición del recurso. El 13 trece de julio de 2017 dos 

mil diecisiete, mediante registro RR00020217 en la Plataforma Nacional de 

Transparencia, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en 

contra de la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública 

mencionada en el punto anterior, mismo que ese día quedó presentado ante la 

Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la 

Información Pública.  

 

QUINTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal 

de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 1 uno de 

agosto de 2017 dos mil diecisiete la presidencia de esta Comisión de 

Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de 

turno, tocó conocer a la propia ponencia del MTRO. Alejandro Lafuente Torres 

por lo que ordenó el trámite del expediente para que, previo análisis, se 

admitiera o desechara según fuera el caso. 
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SEXTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 7 siete de agosto 

de 2017 dos mil diecisiete el Comisionado Ponente: 

 

• Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-

478/2017-1 PLATAFORMA. 

• Admitió a trámite el presente recurso de revisión. 

• Tuvo como entes obligados a la UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE 

SAN LUIS POTOSÍ –en adelante UASLP– a través de su 

TITULAR y de  su TITULAR DE LA UNIDAD DE 

TRANSPARENCIA. 

• Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír 

notificaciones. 

• Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un 

plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho 

conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.   

• Requirió al sujeto obligado para que informara a la ponencia, si la 

información que le fue solicitada, se encontraba en sus archivo, si 

tenía obligación de poseerla, si la tenía en una base de datos, en 

qué modalidad la poseía, si estaba bajo un supuestos de 

excepción al derecho de acceso a la información –reservada o 

confidencial–.    

 

Asimismo en ese auto el ponente expresó que el sujeto obligado por 

conducto del servidor público que compareciera debería acreditar su 

personalidad con el apercibimiento que, en caso de no hacerlo, sus 

manifestaciones no podrían ser tomadas en cuenta al momento de emitir la 

resolución correspondiente.  

 

Por otra parte, el ponente hizo saber a las partes que, una vez que fuera 

decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese 

enviada. 

 

Además, apercibió a los sujetos obligados que en caso de ser omiso en 

manifestar lo que a su derecho convenga se aplicarían su contra la medida de 

apremio prevista en el artículo 190, fracción I de la Ley de Transparencia. 
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También, hizo saber al recurrente que tenía expedito su derecho para 

oponerse a la publicación de sus datos personales. 

 

SÉPTIMO. Informe de los sujetos obligados y auto de ampliación del 

plazo para resolver el presente recurso. Por proveído del 1 uno de 

septiembre de 2017 dos mil diecisiete el ponente del presente asunto tuvo: 

  

• Por recibido el oficio firmado por el DIRECTOR DE LA UNIDAD 

DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado. 

• Por reconocida su personalidad.  

• Por rendido en tiempo y forma sus alegaciones. 

• Por expresados los argumentos relacionados con el presente 

asunto. 

• Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones. 

 

Por lo que toca la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las 

manifestaciones que a su derecho convino. 

 

Por otra parte el ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y 

procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo. 

 

Por último, por auto del 19 diecinueve de septiembre de este año el 

ponente en cumplimiento a los acuerdos de Pleno CEGAIP-198/2016 y 

199/2016 del día 14 catorce de julio, amplió el plazo para resolver el presente 

asunto. 

 

CONSIDERANDO 

 

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso 

a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de 

acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo 

tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 
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Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado.  

 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente 

en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la  

respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto 

obligado.  

 

TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para 

interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de 

acceso a la información pública y la respuesta a ésta es precisamente a aquél 

quien le pudiera deparar perjuicio. 

 

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial 

del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince 

días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado, como se expone a continuación: 

 

• El 27 veintisiete de junio de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de 

la información fue notificado de la respuesta a su solicitud. 

• Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el 

recurso de revisión transcurrió del día 28 veintiocho de junio al 2 

dos de agosto del presente año.  

• Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los 

días 1 uno, 2 dos, 8 ocho, 9 nueve, 15 quince, 16 dieciséis de 

julio; así como los días del 17 diecisiete al 31 treinta y uno de julio 

por ser el primer periodo vacacional de esta Comisión de 

Transparencia;  

• Consecuentemente si el 14 catorce de julio de este año el 

recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta 

Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su 

presentación.   
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 QUINTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama a 

los entes obligados en virtud de que el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE 

TRANSPARENCIA del sujeto obligado así lo reconoció en el informe que rindió 

ante esta Comisión de Transparencia. 

 

 Lo mismo sucede para el RECTOR de la UASLP, es decir, se le tiene por 

cierto lo que se le reclama en virtud de que la solicitud de acceso a la 

información pública fue dirigida en la Plataforma Nacional de Transparencia a la 

UASLP.  

 

 SEXTO. Sobreseimiento. Dicha figura del sobreseimiento es la 

resolución por parte de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la 

Información Pública de carácter definitivo porque pone fin al procedimiento sin 

resolver las cuestiones de fondo, es decir, porque se haya actualizado alguno 

de los supuestos que establece el artículo 180 de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado y dicho sobreseimiento puede ser 

de todo o parte del recurso.  

 

 En el presente asunto, esta Comisión de Transparencia determina que se 

actualizan dos causales de improcedencia y, por ende, para sobreseer. 

 

 6.1. Primer supuesto de sobreseimiento. 

 

Ahora, el artículo 180, fracción IV, relacionado con el artículo 179, 

fracción VII, de la Ley de Transparencia refieren que: 

 

ARTÍCULO 180. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando, una vez 

admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos: 

[…] 

IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los 

términos del presente Capítulo. 

 

ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando: 

[…] 

 VII. Se trate de una consulta, o 
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 Como se ve, de las anteriores disposiciones tenemos que el recurso será 

sobreseído, cuando, una vez admitido, aparezca alguna causal de 

improcedencia, que es cuando se trate de una consulta. 

 

 Es por ello, que para sobreseer el recurso de revisión se debe de 

acreditar: 

 

• Que se admita el recurso y, 

• Que se haga una consulta. 

 

 Así pues, el primero de los supuestos está acreditado en virtud de que, 

como ya quedó visto en el resultando quinto, el 7 siete de agosto pasado de 

este año, el ponente en el presente asunto admitió el recurso que nos ocupa. 

 

 Ahora, por lo que toca al segundo de los supuestos, éste también está 

acreditado, ya que el recurrente en su recurso hizo las manifestaciones 

siguientes: 

 

En este sentido solicito al �rgano (sic) garante que se manifieste respecto de c�mo v 

puedo presentar pruebas de que el sr (sic) abogado general miente y si existe ante la 

CEGAIP el procedimiento adecuado para denunciar declaraciones falsas en un acta del 

Comit� (sic) de Transparencia o bien, si la misma sea m�s (sic) bien, objeto de 

denuncia penal ante el ministerio p�blico (sic). 

SEGUNDO.  Solicito la CEGAIP se pronuncie sobre la falsedad de declaraciones del 

rector donde manifiesta que existe un protocolo cuando esto no es verdad, en este 

sentido solicito orientaci�n (sic) sobre la existencia de alg�n (sic) proceso id�neo 

(sic) ante la CEGAIP o como se puede proceder penalmente contra funcionarios que 

mienten en sus declaraciones p�blicas (sic).  

 

 Como se ve, el recurrente propiamente hace consultas en el sentido de 

que pidió a esta Comisión de Transparencia de cómo podría presentar pruebas, 

en virtud de que, a dicho de él, el abogado general de la UASLP mentía y de 

que si existía un procedimiento adecuado para denunciar declaraciones, a su 

juicio, falsas en el acta del Comité de Transparencia o que si esas 

declaraciones eran objeto de denuncia penal ante el Ministerio Público; 

también, en su motivo de inconformidad, el recurrente hace una consulta a 
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modo de solicitar a este órgano colegiado que se hiciera un pronunciamiento 

sobre una supuesta falsedad de declaraciones del Rector y que por ello 

solicitaba orientación de un procedimiento sobre algún procedimiento idóneo del 

cómo se podría proceder penalmente contra funcionarios que mentían, a su 

criterio, en sus declaraciones públicas. Por ello, el recurrente al realizar una serie 

de consultas, es claro que se está en presencia de la causal de improcedencia a 

que se refiere el artículo 179, fracción VII, de la Ley de Transparencia.  

 

 Por tanto, si el legislador estableció que una causal de improcedencia en 

el recurso de revisión era una consulta, se está en dicho supuesto ya que el 

recurrente hace mediante los agravios cuestionamientos a esta Comisión de 

Transparencia sobre un proceder, de acuerdo a él, sobre actos ilícitos y, del 

cómo denunciarlos, lo que evidencia que al ser netamente consultas como tal 

es improcedente el recurso que nos ocupa en el tema de que se trata. 

 

 Consecuentemente, esta Comisión de Transparencia sobresee el 

presente recurso  en esa parte. 

 

 6.2. Segunda causal de sobreseimiento. 

 

 Así, como se ha dicho, el recurso será sobreseído, cuando, una vez 

admitido, aparezca alguna causal de improcedencia, que es cuando no se 

actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 167 de la Ley de 

Transparencia. 

 

 Es por ello, que para sobreseer el recurso de revisión se debe de 

acreditar: 

 

• Que se admita el recurso y, 

• Que es cuando no se actualice alguno de los supuestos previstos en el 

artículo 167 de la Ley de Transparencia. 

 

 Así pues, está acreditado en virtud de que, como ya también quedó visto 

en el resultando quinto, el 12 doce de junio de este año, el ponente en el 

presente asunto admitió el recurso que nos ocupa. 
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 Ahora, por lo que toca al segundo de los supuestos, éste también está 

acreditado, ya que el recurrente en sus motivos de inconformidad expresó que: 

 

CUARTO. Respecto de mi solicitud sobre un �Documento, (sic)  tarjeta informativa, 

informe, memorandum (sic) o an�logo (sic) en que se bas� (sic) el rector para difundir 

las declaraciones contenidas en la siguiente nota http://laorquesta.mx/que-afan-de-

seguir-diciendo-que-hay-acoso-en-la-uaslp-villar-rubio/� (sic) si bien es verdad que el 

rector tiene el derecho a la libre expresi�n (sic) reconocido no solo por las leyes que 

invocan sus personeros, si no particularmente por una larga historia de luchas 

emancipadoras de la humanidad, esas luchas no han sido inocuas, si no que se han 

dirigido a asegurar que no se abuse del poder para limitar la libertad de expresi�n (sic) 

y aqu� (sic) hay un claro abuso de poder discursivo detr�s (sic) del aparente derecho 

del se�or (sic) Villar. Disque apoyados en una jurisprudencia que nada tiene que ver 

puesto que esto no es un amparo, y se argumenta para hacer patente las declaraciones 

p�blicas (sic) y notorias del rector,  en su car�cter (sic)  de autoridad.  

La UASLP descontextualiza totalmente la solicitud buscando llevarla a terrenos 

pantanosos. Lo que es verdad es que el Sr. rector realiz� (sic) esas declaraciones en 

su car�cter (sic) de servidor p�blico (sic) y lo que es m�s, (sic) como titular de la 

m�xima (sic) instituci�n (sic) educativa del estado potosino, es decir desde una 

situaci�n (sic) de poder y privilegio, no como un ciudadano cualquiera, si no investido 

de un car�cter (sic) de autoridad p�blica (sic) y un imperativo moral para ser el 

primero que investigue y sancione adecuadamente a los criminales sexuales y 

acosadores que hay entre las filas de la UASLP (como en casi cualquier otra 

instituci�n, (sic) lo que ac�(sic)  parece hacer que se motiven y materialicen sus 

fechor�as (sic) es la impunidad que gozan). 

Los pronunciamientos de las autoridades, incluido el Sr. Villar, tienen eco, relevancia y 

amplios efectos1.  

Esto lleva a una discusi�n (sic) m�s (sic) profunda sobre el ejercicio del poder p�blico 

(sic)  en su dimensi�n (sic) discursiva, �hasta (sic)  d�nde (sic) llega el poder del 

discurso oficial?2. (sic) Si la falsedad de declaraciones en documentos p�blicos (sic) es 

un delito, entonces �porqu� (sic) no hay control sobre las declaraciones verbales que 

al ser masificadas por los medios de comunicaci�n (sic) surten efectos a�n (sic) 

mayores que las consignadas en documentos impresos? 

En efecto las declaraciones del rector afectan e impactan, sobre la impunidad y 

mandando el mensaje a los depredadores sexuales de la UASLP de que est�n (sic) 

protegidos, y sobre todo, el mensaje impacta en las v�ctimas (sic) del acoso sexual, 

cuyo sufrimiento y violaci�n (sic) sistem�tica (sic) a sus derechos humanos3, (sic) 

resulta severamente agravada por los comentarios del servidor p�blico (sic) que les re 

victimizan y hacen horrorizar al pensar que las denuncias que han presentado se 
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perdieron en las entra�as (sic) de la burocracia universitaria y que habr� (sic) que 

pasar nuevamente por el desagradable y re-victimizante (sic) proceso de volver a 

denunciar; as� (sic)  como el saber que no recibir�n (sic) castigo sus agresores y que 

lo m�s (sic) probable es que reincidan, destruyendo o al menos mermando la 

estabilidad psico-sexual (sic) de m�s (sic) mujeres j�venes (sic).  

Por el contrario a lo que alegan en la burda respuesta, en diversas naciones 

latinoamericanas las declaraciones de las autoridades deben ser tomadas por ciertas, 

es decir que, en raz�n (sic) de la investidura e influencia p�blica (sic) del personaje, 

deben tomarse por indiscutibles y deben ser desvirtuadas con pruebas.  

Aqu� (sic)  en este caso parece que por el contrario la autoridad desvirt� (sic) a su 

propia declaraci�n. (sic) Lo que lleva a preguntar �cu�l (sic) es el l�mite (sic) de las 

declaraciones de las autoridades? �(sic) Debemos acostumbrarnos a vivir en un 

estado potosino, donde est� (sic) normalizado que las autoridades mientan todo el 

tiempo, sin un m�nimo (sic) de certeza?  

 

Por lo anterior me causa agravio, a m� (sic)  y a toda la sociedad, que el rector de la 

UASLP, se encuentre institucionalmente protegido y con venia para salir a realizar 

declaraciones sin sustento como si fuese cualquier hijo de vecina, que no lo es, su 

sueldo y el simple acceso que tiene a los medios de comunicaci�n (sic) lo demuestran.  

Por ende considero que hubiera sido m�s (sic) decente, honesto, democr�tico (sic) y 

legal, el haber declarado la inexistencia del documento solicitado, en lugar de los 

sofismas arg�idos (sic).  

 

 Como se observa de lo que el recurrente expresó como motivos de 

inconformidad, los mismos,  no se encuentran dentro de los supuestos previstos 

en el citado artículo 1673 de la Ley de Transparencia, ya que el recurrente en la 

manifestación de que se estudia no se inconforma por la clasificación de la 

información, la declaración de inexistencia de la información, la declaración de 

incompetencia por el sujeto obligado, que la entrega de información sea 

incompleta, que no corresponda con lo solicitado, la falta de respuesta a su 

                                                           
3 ARTÍCULO 167. El recurso de revisión procederá en contra de: I. La clasificación de la información;  II. La declaración 

de inexistencia de información;  III. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado;  IV. La entrega de 

información incompleta;  V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; VI. La falta de respuesta a 

una solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley;  VII. La notificación, entrega o 

puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado;  VIII. La entrega o puesta a 

disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante;  IX. Los costos o tiempos 

de entrega de la información;  X. La falta de trámite a una solicitud;  XI. La negativa a permitir la consulta directa de la 

información;  XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o  XIII. La 

orientación a un trámite específico.  La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso 

de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones III, VI, VIII, IX, X y XI es susceptible de ser 

impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante la CEGAIP. 
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solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley, 

la notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad, 

formato distinto, incomprensible o no accesible al solicitado, los costos o 

tiempos de entrega de la información, la  falta de trámite a una solicitud, la 

negativa a permitir la consulta directa de la información, la falta, deficiencia o 

insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o orientación 

a un trámite específico.  

 

 Por ello, si el legislador estableció la procedencia del recurso de revisión 

y, para ello mencionó los supuestos de ésta en el artículo 167 de la Ley de 

Transparencia, está claro que al inconformarse como ahora lo hace el 

recurrente y de sus inconformidades no se aprecia ningún supuesto de 

procedencia del recurso, lo procedente es que esta Comisión de Transparencia, 

al actualizarse la causa prevista del artículo citado sobresee el presente recurso 

en esa parte. 

 

 SÉPTIMO. Causales de improcedencia. Las causales de 

improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de 

estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al 

no haber otra causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por 

este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada. 

 

 OCTAVA. Estudio de los agravios. 

 

 8.1. Agravios. 

 

El recurrente expresó como motivo de inconformidad los siguientes: 

 

a) Que la respuesta de la UASLP se desprendía que ésta no realizó una búsqueda 

exhaustiva de denuncias presentadas por alumnos, ya que le contestaron sólo con lo 

que le informó Sánchez Larraga, lo que era incompleto, pues al no haber un 

procedimiento definido era posible que fueran presentadas denuncias ante oficinas, 

instancias o escuelas y no de sólo una. 

 

b) Que en el punto tres de su contestación el sujeto obligado hizo una argumentación 

ilegal respecto a las listas de asistencia en virtud de que el personal universitario es del 
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servicio público y les aplicaba la ley y sólo podría testarse la lista que se refería a 

particulares. 

 

c) Que le parecía discutible que no existiera alguna ley o norma, como por ejemplo la 

Ley para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres;  la 

Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de 

Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos delitos  y la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, así  como y diversos 

tratados y protocolos internacionales que obliga a tener registros certeros de la 

existencia, prevalencia y acciones que se emprenden, en materia de violencia contra las 

mujeres; y que tal vez no estén obligados a procesar la información a su contentillo pero 

si a contar con un documento de acceso público que dé certeza sobre la 

implementación de esas leyes, de mecanismos para atender los casos y de 

información, estadística y específica en el tema y que   la inexistencia de un mecanismo 

y protocolos, que la UASLP había confesado era evidencia de la violación continuada y 

sistemática a los derechos humanos de las víctimas de acoso en la UASLP. 

 

8.1.1. Calificación de los agravios. 

 

Los motivos de disenso, son, por una parte parcialmente fundados y, por 

la otra fundados y suficientes para acceder a la información de que se tratan los 

propios motivos de inconformidad según se demuestra a continuación. 

 

8.1.2. El identificado como inciso a) es parcialmente fundado. 

 

Lo anterior es porque, contrario a lo aseverado por el recurrente el sujeto 

obligado y, de conformidad con el acuerdo de inexistencia que fue visto en el 

resultando segundo de la presente resolución y que es del acta de Comité de 

Transparencia de la UASLP del 14 catorce de junio de este año, en la página 5 

de mismo, comienza con el punto I –uno romano–  en el sentido de expresar las 

áreas susceptibles de generar, poseer o resguardar la información y, a 

continuación las enuncia y que son el Abogado General, la Contraloría General 

y la Defensoría de los Derechos Universitarios, es decir, que, de acuerdo al 

sujeto obligado dichas áreas eran las susceptibles en un momento dado, de 

generar la información y, en dicho acuerdo esas áreas manifestaron, en esencia 

que no localizaron la información, es por tanto que la manifestación del 

recurrente es desacertada en virtud de que, no sólo le contestó Fernando 

Sánchez Larraga como  Defensor de los Derechos Universitarios, sino las 
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demás personas con el carácter de que se ostentaron en dicho acuerdo de 

inexistencia, esto es Abogado General, la Contraloría General por ser ellos de 

acuerdo al sujeto obligado quienes en un momento dado les correspondía tener 

la información. 

 

Sin embargo, como el recurrente adujo y, la parte que es fundada del 

agravio, es porque el sujeto obligado no realizó una búsqueda exhaustiva de la 

información por lo siguiente. 

 

1. Porque el solicitante pidió información desde el año 2007 a la fecha de 

la solicitud de acceso a la información pública. 

 

2. Porque el acuerdo de inexistencia que el 14 catorce de junio de este 

año el sujeto obligado elaboró, el mismo fue en cumplimiento a la 

resolución del recurso de revisión 192/2017 de esta Comisión de 

Transparencia, empero, la información de que trataba ese recurso y, que 

es similar a la que aquí se trata, le fue pedida al sujeto obligado a partir 

de enero de 2012 dos mil doce a la fecha de esa solicitud. 

 

 Esto es que, el Comité de Información solamente hizo la búsqueda de la 

información y, por ende la declaración de inexistencia desde esa fecha, esto es, 

desde enero de 2012 dos mil doce a la fecha de esa solicitud, empero, no 

resulta aplicable del todo dicho acuerdo de inexistencia al caso concreto, en 

virtud de que en ninguna parte de éste expresaron que la fecha de búsqueda de 

la información haya sido antes de esa fecha, esto es, antes de enero de 2012 

dos mil doce, en virtud de que como se ha dicho, la solicitud de acceso a la 

información pública de que trata este asunto es de 2007 dos mil siete a la fecha 

de la solicitud de acceso a la información pública, con la salvedad de que, el 

sujeto obligado debió, en todo caso, hacer la correspondiente búsqueda de 

enero de 2007 dos mil siete a diciembre de 2012 dos mil doce –que es a partir 

de esta fecha en el sujeto obligado hizo la búsqueda de la información y, por 

ende declaró la inexistencia de la misma mediante el acuerdo correspondiente 

en cumplimiento a una resolución de esta Comisión de Transparencia dentro 

del expediente 192/2017. 
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 De ahí que el sujeto obligado infringió los artículos 7°, segundo párrafo y 

11 de la Ley de Transparencia que refieren: 

 

ARTÍCULO 7°… 

En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de 

máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea 

parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos 

nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las 

personas la protección más amplia. 

 

ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, 

completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán 

estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad 

democrática. 

 

Así, en la interpretación de la Ley de Transparencia debe de atender a 

favorecer los principio de máxima publicidad que, en esencia, es que se debe 

de publicitar y permitir el acceso a la información de manera que no deje lugar a 

dudas de que el sujeto obligado no tiene inconveniente en facilitar y garantizar 

ese derecho, además de que toda la información –con sus excepciones– en 

posesión de los sujetos obligados, aparte de ser pública, debe de ser completa. 

 

En el caso, el análisis a la solicitud de acceso a la información pública 

por parte del sujeto obligado no fue de forma exhaustiva, es decir, el sujeto 

obligado  no atendió a cabalidad la solicitud de acceso a la información pública, 

ya que no dio contestación sobre el acceso a los documentos materia del 

agravio en atención al principio de máxima publicidad de la información, esto 

es, sobre la información a partir de enero de 2007 dos mil siete a diciembre de 

2016 dos mil dieciséis. 

 

Es por tanto, que el agravio resultó fundado y, por ende, al no haber una 

declaración formal de la inexistencia de la información por parte del sujeto 

obligado respecto a esa temporalidad, lo procedente es que esta Comisión de 

Transparencia modifique la respuesta para que entregue la información por lo 

que por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los 

precisará más adelante. 
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 8.1.3. Por otro lado, lo expresado como agravio en el inciso b), también 

es fundado. 

 

 En el caso, el recurrente solicitó lo siguiente: 

 

3.  Cursos y talleres que se han impartido a los profesores e investigadores 

para evitar el acoso desde 2015 a la fecha. copia (sic) de la lista de asistencia, 

nombre de los profesores que tomaron cada uno de los cursos. 

 

 Y el sujeto obligado le contestó: 

 

 

 

 

 Y, en su informe reiteró lo anterior, ya que dijo: 
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 Ahora, esas alegaciones tanto en la respuesta a la solicitud de acceso a 

la información pública como el informe alegado por el sujeto obligado, son 

infundadas en cuanto al nombre de las personas que asistieron a los cursos en 

cuanto a profesores e investigadores se refiere, es decir,  el nombre de los 

profesores, en el caso son públicos por lo siguiente. 

 

 En primer lugar, es necesario aclarar que, el solicitante no pidió o solicitó 

al sujeto obligado el nombre de las personas como asistentes en su calidad de 

particulares, sino lo que solicitó de forma clara fue la lista de asistencia de los 

profesores, es decir, únicamente de éstos y, no de quienes no lo fueran.  

 



                                                                              

31                                          RECURSO DE REVISIÓN  478/2017-1 

        

 

 En segundo término porque, de acuerdo a la información que el sujeto 

obligado entregó al solicitante y que constan de la foja 11 once a la 15 quince 

de auto y que fueron vistas en el resultando segundo, se refiere al PROGRAMA 

DE FORMACIÓN EN PERSPECTIVA DE GÉNERO DIRIGIDO AL PERSONAL 

ACADÉMICO ENERO DE 2015-JUNIO 2017, esto es que, de dichos 

documentos se advierte claramente que el programa, en esencia, fue dirigido a 

personal académico y, no abierto al público o al menos el sujeto obligado no lo 

distinguió así, y, ello se corrobora con el oficio siguiente4: 

 

 

  

 De lo remarcado por esta Comisión de Transparencia se aprecia 

claramente que, esos cursos y talleres fueron dirigidos a profesores e 

investigadores de la Universidad. 

 

                                                           
4 Visible en la foja 78 de autos. 
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 En tercer plano porque el sujeto obligado alega, que los nombres de los 

profesores e investigadores que asistieron a los talleres no lo hicieron como 

servidores públicos y que al asistir no ejercieron actos de autoridad, ni 

ejercieron, ni aportaron recursos público alguno por lo que el nombre era un 

dato personal ya que acudieron como particulares y, por ello merecían su 

protección. 

 

 Dicha afirmación es infundada en virtud de que, en el caso no se trata de 

que si quienes asistieron lo hicieron como autoridad o bien, ejercieron algún 

recurso público, sino que la materia del asunto es que, los nombres de los 

profesores e investigadores que asistieron a esos cursos o talleres es público o 

no, lo que esta Comisión de Transparencia determina que es público. 

 

 En efecto, los nombres de los nombres de los profesores e 

investigadores que laboran dentro o para la UASLP, no puede ser considerado 

como confidencial dado la naturaleza del propio cargo que ostentan, dado de 

que la UASLP de acuerdo al artículo 115 de la Constitución Local tiene como fin 

el de educar, investigar y difundir la cultura con base en la libertad de cátedra e 

investigación y en el libre examen y discusión de las ideas, de conformidad con 

lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, la 

Constitución Local y en su ley orgánica. 

 

 De ahí que el artículo 2°, fracción VI6, de la Ley Reglamentaria del 

Artículo 11 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 

Potosí, determina que para la Consecución de sus fines, UASLP tiene la 

atribución de organizar y reglamentar su gobierno y funcionamiento, y nombrar 

su personal directivo, el profesorado y empleados, conforme lo determine el 

Estatuto. 

 
                                                           
5 ARTÍCULO 11.- La Universidad de San Luis Potosí es autónoma en todo lo que respecta a su régimen interior. 

Realizará sus fines de educar, investigar y difundir la cultura con base en la libertad de cátedra e investigación y en el 

libre examen y discusión de las ideas, de conformidad con lo establecido en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en esta Constitución y en su ley orgánica. El Estado, en la medida de sus posibilidades 

presupuestales, la dotará con un subsidio anual. 
6 ARTICULO 2º.- Para la Consecución de sus fines, la Universidad Autónoma de San Luis Potosí tiene las siguientes 

atribuciones: […] VI.- Organizar y reglamentar su gobierno y funcionamiento, y nombrar su personal directivo, el 

profesorado y empleados, conforme lo determine el Estatuto.  
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 Bajo esa postura, los artículos 80 y 88, fracción VI7 del Estatuto Orgánico 

de la UASLP refieren que son deberes de los miembros del personal académico 

procurar su propia superación y asistir a los eventos que la Universidad 

organice para dichos fines. 

   

 De ahí que se tienen las siguientes conclusiones. 

 

1. Dichos cursos y talleres fueron organizados por la UASLP, ya que de 

la información que entregó al solicitante y que fue vista en el resultando 

tercero se aprecia que lo denominó PROGRAMA DE FORMACIÓN EN 

PERSPECTIVA DE GÉNERO DIRIGIDO A PERSONAL ACADÉMICO. 

 

2. Que es deber de los miembros del personal académico asistir a los 

eventos que la UASLP organice para esos fines. 

 

 Así, los nombres del personal académico de la UASLP de quienes 

asistieron a los cursos o talleres sobre la información que el recurrente pidió es 

público, porque además, en el caso conocerse dichos nombres en nada invade 

la privacidad de esos miembros del personal académico en virtud de que es un 

deber de éstos asistir a los eventos y, sobre todo porque el nombre de dichos 

miembros es un hecho notorio. 

 

 En efecto, el sólo nombre de los miembros del personal académico sin 

estar asociado algún otro dato considerado como confidencial, no invade su 

esfera de confidencialidad, dado que, incluso el sujeto obligado en su página 

electrónica oficial8 y, por citar un ejemplo, tiene publicado desde 2015 dos mil 

quince y, de acuerdo a él, actualizado hasta octubre de 2017 dos mil diecisiete 

el directorio de su personal como se aprecia a continuación9. 

                                                           
7http://transparencia.uaslp.mx/Lists/Secretara%20General/Attachments/468/Estatuto%20Org%C3%A1nico%206a%20E

d%2021.03.13.pdf 

ARTÍCULO 80.- Los miembros de la Universidad con carácter de personal académico, son: I. Los profesores. II. Los 

investigadores. III. Los técnicos académicos. 

ARTÍCULO 88.- Son deberes de los miembros del personal académico: […] VI. Procurar su propia superación y asistir a 

los eventos que la Universidad organice para dichos fines. 
8 http://www.uaslp.mx/ 
9http://transparencia.uaslp.mx/Lists/Divisin%20de%20Desarrollo%20Humano/Attachments/625/DIRECTORIO%20DE%2

0PERSONAL.pdf 
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 Dicho documento, como se aprecia, está en PDF –acrónimo del inglés 

portable document format, formato de documento portátil–  que consta de 237 

doscientas treinta y siete páginas se encuentran los nombres del directorio del 

personal de la UASLP.   

 

 Lo anterior, es un hecho notorio porque consiste en acontecimientos de 

dominio público conocidos –o que pueden ser conocidos– por miembros de un 

determinado círculo social en el momento en que va a dictarse resolución sobre 

los que no existe duda o discusión, tal y como sucede con el contenido de las 

páginas de internet abiertos al público (no privados), y a los que cualquier 

persona puede acceder por ser obligación desde la abrogada Ley de 

Transparencia en relación con la nueva legislación sobre la materia. 

 

Sustenta lo anterior el precedente P./J. 74/2006 sustentado por el Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, junio de 2006, tomo XXIII, 

página 963, materia común cuyo rubro y texto es: 

 

HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO. Conforme al artículo 88 

del Código Federal de Procedimientos Civiles los tribunales pueden invocar hechos 

notorios aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. Por hechos 

notorios deben entenderse, en general, aquellos que por el conocimiento humano se 
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consideran ciertos e indiscutibles, ya sea que pertenezcan a la historia, a la ciencia, a la 

naturaleza, a las vicisitudes de la vida pública actual o a circunstancias comúnmente 

conocidas en un determinado lugar, de modo que toda persona de ese medio esté en 

condiciones de saberlo; y desde el punto de vista jurídico, hecho notorio es cualquier 

acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros de un 

círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del 

cual no hay duda ni discusión; de manera que al ser notorio la ley exime de su prueba, 

por ser del conocimiento público en el medio social donde ocurrió o donde se tramita el 

procedimiento. 

 

 Consecuentemente y, con independencia de la denominación que el 

sujeto obligado les pretenda dar –ya que en su respuesta alegó que los 

nombres de los profesores eran confidenciales porque no eran servidores 

públicos, sin embargo, en la publicación como se vio, tiene publicado el 

directorio de servidores públicos– lo cierto es que los nombres de los miembros 

del personal académico como ha quedado visto son públicos, al grado de que el 

mismos sujeto obligado los tiene publicados en su página oficial y, por ende, si 

de acuerdo a su Estatuto Orgánico de la UASLP es un deber de los miembros 

del personal académico y asistir a los eventos que la Universidad organice para 

dichos fines y, en el caso los programas de formación en perspectiva de género 

fue dirigido al personal académico, es claro que éstos tienen el deber de asistir 

y el sólo hecho de asistir, para nada refleja, como lo afirmó el sujeto obligado 

sin probarlo, que se vulnere, por asistir, una creencia moral. 

 

 En conclusión los nombres del personal académico que asistieron al 

PROGRAMA DE FORMACIÓN EN PERSPECTIVA DE GÉNERO es público, ya 

que no se está en el supuesto de que su nombre y, por ser precisamente 

personal académico de la UASLP, vulnere algún dato confidencial,  en virtud de 

que, como quedó visto, es el propio sujeto obligado quien tiene publicados los 

nombres en virtud de que es una obligación de transparencia. 

 

 De ahí que el agravio es fundado y por lo que los efectos de esta 

determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante. 

 

 8.1.4. Por último, lo expresado en el inciso c), como agravio también es 

fundado, como se explica a continuación.  
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 Para mejor entendimiento, es necesario recordar los antecedentes. 

 

1. En el punto 2 dos y 7 siete de la solicitud de acceso a la información 

pública, el ahora recurrente solicitó, en esencia y por estar relacionados, 

el protocolo que el Rector de la UASLP expresó en una nota informativa, 

así como el documento –tarjeta informativa, informe, memorándum o 

análogo– en donde aquél basó dichas declaraciones. 

 

2. En la respuesta sobre los anteriores puntos, el sujeto obligado 

respondió de la manera siguiente: 

 

 

 

 

3. Y en su motivo de inconformidad el agraviado dijo:  
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c) Que le parecía discutible que no existiera alguna ley o norma, como por 

ejemplo la Ley para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 

las Mujeres;  la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en 

Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas 

de estos delitos  y la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, así  como y diversos tratados y protocolos internacionales que obliga 

a tener registros certeros de la existencia, prevalencia y acciones que se 

emprenden, en materia de violencia contra las mujeres; y que tal vez no estén 

obligados a procesar la información a su contentillo pero si a contar con un 

documento de acceso público que dé certeza sobre la implementación de esas 

leyes, de mecanismos para atender los casos y de información, estadística y 

específica en el tema y que   la inexistencia de un mecanismo y protocolos, que 

la UASLP había confesado era evidencia de la violación continuada y 

sistemática a los derechos humanos de las víctimas de acoso en la UASLP. 

 

4. Y, sobre todo lo anterior, el sujeto obligado en su informe alegó. 
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 Pues bien, como se adelantó el agravio es fundado por lo siguiente. 

 

a) El recurrente como se vio, pidió el protocolo que el Rector de la 

UASLP expresó en una nota informativa, así como el documento –tarjeta 

informativa, informe, memorándum o análogo– en donde aquél basó 

dichas declaraciones, esto es, la existencia del citado protocolo, es decir, 

el acceso a un documento. 

 

b) En el caso en particular, para nada se estudian las declaraciones del 

Rector de la UASLP que hizo, de acuerdo a las partes a través de una 

nota periodística, sino la existencia de documentos. 

 

c)  Porque el sujeto obligado al dar respuesta al punto 2 de la solicitud de 

acceso a la información pública dijo que de conformidad a lo informado 

por el Director de Fortalecimiento Humano, el protocolo no había sido 

aprobado por el Consejo Directivo Universitario y, lo anterior lo reiteró en 

sus alegaciones al momento de que rindió su informe ante esta Comisión 

de Transparencia.  

 

 Esto es que, de acuerdo a lo dicho, se presume la existencia de un inicio 

de un protocolo, ya que, una vez iniciado el mismo y, de acuerdo al dicho del 
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sujeto obligado solamente estaría sujeto a aprobación por parte del Consejo 

Directivo Universitario. 

 

 Lo anterior es porque el 12 doce de junio de este año, el Director de 

Fortalecimiento Humano así lo dijo en el oficio OF/DFH/131/201710, mismo que 

es como sigue: 

 

 

 

                                                           
10 Visible en la foja 78 de autos.  
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 Sin embargo, el anterior documento el sujeto obligado no se lo entregó al 

solicitante al momento de dar respuesta a la solicitud de acceso a la 

información pública, ello para acreditar el porqué no podía entregar la 

información que le fue solicitada. 

 

 8.1.4.1.  Agravio fundado en suplencia. 

 

 Ahora, aunque el recurrente no expresó mayores inconformidades que la 

enunciada, como quiera, la respuesta a la solicitud de acceso a la información 

pública es incorrecta como se explica a continuación. 

 

 Así esta Comisión de Transparencia de conformidad con el artículo 

17011, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia suple la deficiencia de la 

queja del recurrente. 

 

 Lo anterior es porque, ni aun con la respuesta vista satisface el derecho 

de acceso a la información, ya que, si la esencia de los puntos de la solicitud de 

acceso a la información pública de que se trata es sobre el acceso a un 

documento, en el caso un protocolo, no es suficiente que el Director de 

Fortalecimiento Humano de la UASLP haya expresado en el oficio visto que “se 

cuenta con un documento de trabajo que está en proceso de consulta y al no 

haber sido aún aprobado por el H. Consejo Directivo Universitario, no estamos 

en condiciones de proporcionarlo al solicitante” ello porque, dicha respuesta no 

da mayores elementos para acceder a la información. 

 

 En efecto, el artículo 19 de la Ley de Transparencia refiere que: 

 

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las 

facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables 

otorgan a los sujetos obligados. 

                                                           
11 ARTÍCULO 170. La CEGAIP resolverá el recurso de revisión en un plazo que no podrá exceder de treinta días, 

contados a partir de la admisión del mismo, en los términos que establezca la ley respectiva, plazo que podrá ampliarse 

por una sola vez y hasta por un periodo de veinte días.  

Durante el procedimiento deberá aplicarse la suplencia de la queja a favor del recurrente, sin cambiar los hechos 

expuestos, asegurándose de que las partes puedan presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y 

motiven sus pretensiones. 
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En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, 

se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia. 

  

  Esto es que, para negar la información el sujeto obligado debe de motivar 

su respuesta, esto es, dar todos aquéllos elementos que demuestren el porqué 

no puede entregar la información al recurrente, que es la motivación de que esa 

información, como en el caso aún no se puede entregar o bien, el documento, si 

es que existe en donde se ordenó el inicio del documento de que se trata. 

 

 Lo dicho es porque el Director de Fortalecimiento Humano de la UASLP 

para justificar su respuesta debió de proporcionar todos aquéllos elementos que 

sustentaran su dicho –motivación– tales como cuándo, cómo y por quién fue 

elaborado el documento de trabajo, es decir, que, incluso por ser, en todo caso, 

un proceso deliberativo pudiese ser motivo de reserva, pero no, los datos 

mínimos que permitan conocer al solicitante aquéllos datos certeros como los 

enunciados, lo que evidentemente el sujeto obligado no hizo, ya que no es 

suficiente la afirmación sin proporcionar mayores elementos del porqué no se 

puede acceder a los documentos, pero, no puede pasar por alto el proporcionar, 

como se dijo, todos aquéllos elementos o datos que signifiquen la existencia de 

un documento que está sujeto, como el sujeto obligado lo refirió en miras de 

aprobación por el Consejo Consultivo, es por tanto que el agravio, aunque sea 

suplencia también resultó fundado por lo que los efectos de esta determinación, 

este órgano colegiado los precisará más adelante.  

 

 Por último y, por las razones expuestas no es aplicable el criterio 07/2010 

que el sujeto obligado citó como sustento para declarar la inexistencia de la 

información, ya que, como quedó visto, quien en un momento dado debe de 

hacer las manifestaciones de inexistencia del documento es el propio Consejo 

Consultivo de la UASLP o bien, el Comité de Transparencia o quien tenga las 

facultades para hacerlo si el sujeto obligado quiere aplicar el citado criterio, pero 

no así como lo refirió. 

 

 8.2. Inexistencia de la información. 
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 Ahora bien, a juicio de esta Comisión de Transparencia si el sujeto 

obligado insiste en declarar inexistente la información debe de justificar la 

inexistencia de la misma en los casos en que le sea aplicable dicho 

procedimiento de declaratoria, ya que la Ley de Transparencia lo obliga a seguir 

el procedimiento de forma rigorosa para declarar la inexistencia de la 

información de acuerdo con los artículos 19, 52, fracciones II y III, 160, 

fracciones I, II y III y 161, de la Ley de Transparencia que establecen lo 

siguiente: 

 

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las 

facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables 

otorgan a los sujetos obligados. 

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, 

se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia. 

 

ARTÍCULO 52. Cada Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones: 

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las 

acciones y los procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las 

solicitudes en materia de acceso a la información; 

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del 

plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de 

incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados; 

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que 

derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que 

previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y 

motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas 

facultades, competencias o funciones; 

 

ARTÍCULO 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto 

obligado, el Comité de Transparencia: 

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información; 

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del Documento; 

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la 

información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio 

de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la 

imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por 

las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, 

lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y 
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ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la 

inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan 

al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, 

además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la 

inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la 

misma. 

 

 Dichos preceptos son claros al referir que, como ya también se ha 

mencionado, se presume que la información debe existir si se refiere a las 

facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos 

aplicables otorgan a los sujetos obligados y que en caso de que lo anterior no 

se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que 

motiven la inexistencia. 

 

 Por ende, cada Comité de Transparencia del sujeto obligado tiene la 

función de confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de 

declaración de inexistencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos 

obligados, para ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la 

información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban 

tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su 

generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las 

cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, 

competencias o funciones. 

 

 De ahí que, cuando la información no se encuentre en los archivos del 

sujeto obligado, el Comité de Transparencia: 

 

a. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la 

información. 

 

b.  En caso de no lograr lo anterior, expedirá una resolución que 

confirme la inexistencia del documento. 

 

c. Y, ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o 

se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en 

la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o 

funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su 
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generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por 

las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, 

competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de 

la Unidad de Transparencia. 

 

d.  Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la 

inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos 

mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó 

un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia 

en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con 

la misma. 

 

 Lo anterior quedó evidenciado que no se llevó a cabo. 

 

 Por ende, mientras tanto no se demuestre la inexistencia de la 

información solicitada, mediante el procedimiento respectivo por el Comité de 

Transparencia, se presume que la misma debe de existir y, por ende 

entregarse. 

 

 8.3. Modalidad de entrega. 

 

 Sobre este tópico los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, 

de la Ley de Transparencia establecen que: 

 

ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo 

podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega 

solicitada.  

En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información 

de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos. 

 

ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que 

los siguientes:  

[…] 

V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá 

ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, 

mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier 

otro medio, incluidos los electrónicos… 
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 Por eso, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el 

solicitante y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la 

modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades 

de entrega ya que de no ser así, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar 

la necesidad de ofrecer otras modalidades. 

 

 Y que por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es 

gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de 

reproducción y entrega solicitada. 

  

 De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores 

requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se 

otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará 

en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante 

y, la excepción es cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la 

modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades 

de entrega.  

 

 En el caso, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a 

través de la Plataforma Nacional de Transparencia y, si éste presentó la 

solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el 

supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese 

mismo medio. 

 

 Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por 

el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de 

Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es: 

 

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE 
UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD 
DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA 
MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se 
entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden 
allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información 
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resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la 
Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la 
información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al 
peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por 
medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un 
obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en 
el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica 
determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse 
que la requiere por esa misma vía. 

 

 Criterio que de conformidad con el artículo 7°12 de la Ley de 

Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer 

efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta 

Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y 

disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado. 

 

 Además, de que sólo en caso de que la autoridad no tenga la información 

en la modalidad solicitada, entonces debe pronunciarse sobre la imposición del 

artículo 16513, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia, que le impone la 

obligación de que, en caso de no poder entregar la información en la modalidad 

solicitada, entonces debe de expresar en su respuesta que la información va a 

ser entregada, sin costo –cuando implique la entrega de no más de veinte hojas 

simples, esto es, las primeras veinte hojas era de forma gratuita, ello para 

                                                           

12 ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los 

principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los 

que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá 

prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y 

sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo 

tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los 

criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las 

disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su 

conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona. 
13 ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la 

entrega y no podrán ser superiores a la suma de: I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la 

información; II. El costo de envío, en su caso, y III. El pago de la certificación de los Documentos, cuando proceda. --

Tratándose de la reproducción en medios magnéticos, si el solicitante aporta el medio en el que será almacenada la 

información, la reproducción será totalmente gratuita.--Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío 

de la información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes. --La información deberá ser entregada sin 

costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar 

el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante. 

Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de 

reproducción y envío correrán a cargo del sujeto obligado. 
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garantizar el acceso a la información en cuanto al principio de gratuidad– 

siempre y cuando no contenga datos confidenciales. 

 

 Por esa razón como regla debe de entregar la información en la modalidad 

en que fue solicitada y, como excepción en el estado en que se encuentre, de 

forma gratuita las primeras veinte fojas con la condicionante de que no 

contenga datos confidenciales, por lo que los efectos de esta determinación, 

este órgano colegiado los precisará más adelante. 

 

 8.4. Sentido y efectos de la resolución. 

 

En las condiciones anotadas y, al haber prosperado el agravio que hizo 

valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad 

con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por los 

entes obligados y, por lo tanto los conmina a que emita otra respuesta en la 

que: 

 

8.4.1. Listado completo de todas y cada una de las denuncias recibidas 

por acoso de maestros y otro personal de la UASLP contra (sic, por) 

alumnos(as). 

 

8.4.1.1.  Fecha de la denuncia. 

8.4.1.2. Persona que recibió la denuncia. 

8.4.1.3. Tramite que se le dio a la denuncia. 

8.4.1.4. Escuela o facultad donde ocurrieron los hechos denunciados. 

8.4.1.5. Resultado de la averiguación. 

8.4.1.6. Sanción impuesta en cada uno de los casos. 

8.4.1.7. Nombre, cargo y sanción impuesta de los profesores o 

catedráticos sancionados por acoso. 

8.4.1.8. Monto de la indemnización o compensación que se pagó a 

alumnas acosadas –sin proporcionar el nombre de éstas o cualquier 

datos que las identifique, por ser un dato confidencial de conformidad con 
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el artículo 3°, fracción VIII14 de la Ley de Protección de Datos Personales 

del Estado de San Luis Potosí–. En caso de no existir lo anterior las 

acciones que han realizado para restituirlas en el goce de su integridad 

de género.  

 

Lo anterior desde enero de 2007 dos mil siete a diciembre de 2011 dos 

mil once. 

 

8.4.2. La lista de asistencia del personal académico –únicamente el 

nombre y cargo, si es que cuenta con esos datos de esa manera– que 

asistió al PROGRAMA DE FORMACIÓN DE PERSPECTIVA DE 

GÉNERO DIRIGIDO AL PERSONAL ACADÉMICO ENERO 2015-JUNIO 

2017 y que consta de la página 11 once a la 15 quince. 

 

8.4.5. Los datos en donde conste el “documento de trabajo” en cuanto a 

quién lo elaboró, la fecha en que fue elaborado, a dónde fue turnado y 

demás datos que permitan deducir la existencia de ese “documento de 

trabajo” y, a juicio del sujeto obligado determinar si entrega o no ese 

documento en cuanto a su contenido íntegro. 

 

 8.5. Precisiones de esta resolución. 

  

 De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de 

Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes 

términos para el cumplimiento de la resolución. 

 

8.5.1. En caso de que, el sujeto obligado no puede entregar la información 

ordenada en la modalidad electrónica, entonces deberá: 

 

a.  Fundar y motivar el porqué no la pone a disposición del 

solicitante la información que éste solicitó en la modalidad pedida. 

                                                           
14 ARTÍCULO 3º. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: VIII. Datos personales: cualquier información 

concerniente a una persona física identificada o identificable expresada en forma numérica, alfabética, alfanumérica, 

gráfica, fotográfica, acústica o en cualquier otro formato. Se considera que una persona es identificable cuando su 

identidad puede determinarse directa o indirectamente a través de cualquier información, siempre y cuando esto no 

requiera plazos, medios o actividades desproporcionadas; 
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b.  Explicar si hay o no, alguna disposición que obligue a la 

autoridad a conserva en sus archivos de manera electrónica la 

información. 

 

c. Exponer las razones del porqué, aún cuando la tenga de 

manera física no le puede enviar la información de manera 

electrónica, esto es, justificar su imposibilidad de enviarla por ese 

medio. 

 

d. Expresar que hará entrega de la información de manera 

gratuita sobre la reproducción de las primeras veinte fojas –

siempre y cuando no contenga datos confidenciales–. 

 

e. Establecer más opciones –fuera de la consulta física de 

manera directa– del cómo puede el solicitante acceder a la 

información, esto es, cualquier otro medio e indicarle, en su caso: 

 

 e. 1) Los costos de reproducción sobre el excedente de las 

 primeras veinte fojas que son gratuitas –con la excepción 

 dicha–. 

 e.  2) Los costos de envío. 

 e. 3) La cuenta bancaria en donde puede realizar dichos 

 pagos. 

 e.  4) De cuántas fojas constan los documentos. 

 e. 5) En la medida de lo posible, los tiempos de 

 reproducción –una vez que ha realizado el pago de la 

 reproducción– y los tiempos de entrega. 

e. 6) Informarse con el solicitante y, a través del correo 

electrónico de éste, si reside en la capital, estado, país o en 

dónde reside, ello para facilitar la entrega de la información, 

previo pago, así como los costos de mensajería y 

paquetería. 
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 e. 7) Así como todos aquéllos elementos y circunstancias 

 en el que solicitante pudiese tener para poder acceder a la 

 información. 

 

 8.5.2. Precisiones en caso de declaración de inexistencia de la 

información. 

 

8.5.2.1. Que el Comité de Información analice el caso y tome las 

medidas necesarias para localizar la información. 

 

8.5.2.2. En caso de no lograr lo anterior, el Comité de Información 

expedirá una resolución que confirme la inexistencia del 

documento. 

 

8.5.2.3. El Comité de Información exponga de forma fundada y 

motivada, las razones por las cuales en el caso particular quien 

tenía obligación de generar la información no ejerció dichas 

facultades, competencias o funciones. 

 

8.5.2.4. El Comité de Información deberá de acreditar que hizo 

una búsqueda exhaustiva a sus áreas, direcciones, oficinas o 

servidor público en donde conste las manifestaciones de éstos y, 

se identifique además el nombre del servidor o servidores 

públicos. 

 

8.5.2.5. La resolución de inexistencia de la información la 

notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia. 

 

  Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la 

inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que 

permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda 

exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que 

generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable 

de contar con la misma. 
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 8.6. Plazo de diez días para el cumplimento de esta resolución. 

 

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente 

obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el 

que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el 

máximo autorizado por el citado precepto. 

 

8.7. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de 

tres días.  

 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado 

deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la 

presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días 

siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde 

justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado. 

 

8.8. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución. 

 

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública 

apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, se le 

impondrá las medidas de apremio previstas en el artículo 190 de la Ley de 

Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el 

debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.   

 

 Medios de impugnación. 

 

 Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente 

resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la 

presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o 

ante el Poder Judicial de la Federación. 

 

RESOLUTIVOS  
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Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE: 

 

PRIMERO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información 

Pública sobresee una parte del recurso por los fundamentos y las razones 

desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución. 

 

SEGUNDO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información 

Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones 

desarrolladas en el considerando octavo de la presente resolución. 

 

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio 

que designó. 

  

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía 

de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados licenciada 

Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y 

MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el último de los 

nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, 

Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.   

  

        COMISIONADO PRESIDENTE 
 
 
 

                   MTRO. ALEJANDRO  
                    LAFUENTE TORRES  

              COMISIONADA  
 
 

 
LIC. PAULINA SÁNCHEZ                                                                  

PÉREZ DEL POZO 
 

COMISIONADA  
 
 

LIC. CLAUDIA ELIZABETH  
ÁVALOS CEDILLO   

SECRETARIA DE PLENO 
 
 

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA  

*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 478/2017-1 QUE FUE INTERPUESTA EN CONTRA DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ Y 

OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN  ORDINARIA DEL 10 DIEZ DE OCTUBRE DE 2017 DOS MIL DIECISIETE. 

 

 

L/OVD.  
 


